Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 44 minutos) 


La Comisión de Ciencia y Tecnología tiene mucho gusto en recibir en la mañana de hoy al Director General de Servicios Agrícolas, 
ingeniero agrónomo Gonzalo Arocena y sus asesores. 


En su oportunidad, este Cuerpo reflexionó acerca del tema de los transgénicos y surgió la voluntad de varios de los presentes, 
sobre todo del señor Senador Rubio, de analizar en profundidad este asunto. Entonces, antes de dar la palabra a nuestros 
invitados, sería conveniente que el señor Senador Rubio expusiera la preocupación de la Comisión al respecto. 


SEÑOR RUBIO.- En primer lugar, agradecemos la visita de esta delegación. 


En segundo término, quisiéramos destacar ciertas preocupaciones que se manejan, algunas de las cuales son comunes a la 
Comisión y otras propias. 


A continuación, voy a relatar la historia de este problema. En realidad, en 1999, hicimos un conjunto de pedidos de informes a cinco 
Ministerios acerca de la posición sustentada por el Uruguay en relación con el Protocolo de Bioseguridad de la Convención de 
Diversidad Biológica celebrada en Cartagena en el mes de febrero. 


Preguntamos, por ejemplo, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente qué consultas se habían realizado 
a las organizaciones agropecuarias, gremiales y ambientalistas. Consultamos acerca de si habían previsto alguna modificación al 
Decreto que regula los emprendimientos en materia de evaluación del impacto ambiental. Queríamos saber qué estándares se 
pensaba seguir en esa evaluación, qué consultas se habían realizado y cómo se pensaba encarar el futuro de esa negociación. 


Asimismo, formulamos preguntas similares al Ministerio de Relaciones Exteriores. En concreto, interrogamos acerca de si esa 
Cartera había tenido conocimiento de las crecientes barreras comerciales impuestas por los países desarrollados a los productos 
derivados de cultivos transgénicos, originadas en algo que es conocido como es la situación de los consumidores. Preguntamos 
qué sucedía con el impacto que podía generar la difusión de este tipo de cultivos en el relacionamiento comercial; especialmente, 
en lo que tiene que ver con la imagen del Uruguay —como tanto se había predicado- como país natural. 


A su vez, hicimos preguntas similares a los Ministerios de Economía y Finanzas y de Salud Pública. Queríamos saber qué 
consultas habían tenido sobre la comercialización de alimentos importados derivados de productos transgénicos. Deseábamos 
conocer la posición del Ministerio en relación al consumo, circulación y etiquetado, así como su postura en cuanto a toda esta 
negociación en el marco del CODEX alimentario de la FAO. 


También formulamos preguntas similares al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y recibimos una serie de respuestas de las 
mencionadas Carteras, salvo del Ministerio de Economía y Finanzas. Se trata de material importante, aunque nos quedó un 
conjunto de interrogantes porque las respuestas mostraban un conocimiento muy diferente del tema. Me refiero a las consultas que 
habían recibido las mencionadas Carteras. Inclusive, algunas eran extremadamente parcas, como la de Salud Pública, aspecto que 
nos dejó bastante preocupados en aquella circunstancia. 


Luego, perdimos contacto con el tema y, más adelante, lo retomamos. El 30 de agosto de 2000, se dictó un Decreto a partir del cual 
se creaba esta Comisión de Evaluación de Riesgo, lo que nos pareció muy importante. Allí se establece cuál es el marco, la 
finalidad, las competencias y los cometidos de dicha Comisión. La misma se ocupa de todo lo que tiene que ver con el impacto y 
las distintas proyecciones de este problema. 


Después, no supimos mucho más sobre el tema y, hacia fines de 2000, como se sabe, se celebró en el Hotel Conrad el Seminario 
Panamericano de Semillas y el Foro Mundial sobre Biotecnología y Marketing de Semillas. Allí, el señor Presidente Batlle hizo 
algunos pronunciamientos categóricos de carácter, a mi juicio, extremadamente liberal en cuanto a todo lo que tiene que ver con 
esta problemática. Posteriormente, se suscitaron distintas polémicas y el tema estuvo en los medios de comunicación. A su vez, el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca hizo distintas apreciaciones; incluso, con posterioridad le hicimos preguntas en el 
Parlamento y demás, mostrándose a favor de esta cuestión. También dijo hacia fin de año en Radio "El Espectador" que era 
partidario de la trazabilidad y del etiquetado. Se le consultó si esto implicaba resoluciones oficiales y contestó que no, pero que se 
estaba estudiando el tema y que próximamente entraría en vigor una reglamentación. 


Después de esas instancias, el tema sigue en los medios de comunicación. Recientemente, creo que se hicieron algunas preguntas 
al señor Director de los Servicios Agrícolas del Ministerio, ingeniero Gonzalo Arocena, sobre el tema de la soja transgénica 
argentina, su importación y derivados que se consumen y que, como todos sabemos, sirven para muy distintos usos desde el punto 
de vista alimenticio. Asimismo, se le consultó sobre el cultivo en Uruguay de variedades transgénicas en el caso de la soja. 


El tema es de enorme importancia. No creo que en esta Comisión estemos en pro o en contra de los transgénicos —ese no es el 
punto del asunto- sino que se trata del deseo de conocer qué se está haciendo en materia de investigación, de producción, de 
importación, de comercialización y de consumo, así como cuáles son los controles previstos, qué políticas se piensa seguir, cuáles 
son las previsiones en materia de bioseguridad, de impacto ambiental, en fin, cómo se posiciona el Uruguay y esta Comisión en 
relación a este tema que es muy importante y que despierta una sensibilidad creciente en el mundo y en nuestro país. 


El espíritu de esta Comisión es convocar y escuchar a los distintos actores, públicos y privados, relacionados con este tema, para ir 
formándonos una opinión, como lo hemos hecho en las más diversas problemáticas en materia de innovación tecnológica. 


SEÑOR CID.- Deseo hacer una apreciación previa antes de que nuestros invitados hagan uso de la palabra. 


En realidad, me gustaría conocer si quienes nos visitan vienen en representación de un organismo específico o si están 
representando a la Comisión de Evaluación de Riesgo. En ese sentido, la interrogante surge porque he percibido que todos los 
asistentes son ingenieros y como están presentes temas medioambientales y de salud pública, la evaluación no sería completa si 
no analizáramos otros aspectos que tienen que ver con la salud. Por ejemplo, tenemos información de productos nutricionales que 
están siendo comercializados en el mercado uruguayo elaborados con productos transgénicos, que aparentemente han sido 
introducidos al país sin ningún tipo de anuncio, prevención o señalamiento por parte de los laboratorios productores de esos 
alimentos medicamentos del contenido transgénico de dichos productos. 


Por lo tanto, me gustaría que se hiciera esa aclaración porque percibo que, desde el punto de vista medioambiental, no hay ningún 
representante del Ministerio correspondiente. 


SEÑOR AROCENA.-- Antes que nada, quiero decir que soy Director General de Servicios Agrícolas del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Me acompañan la ingeniera Ana Peralta, Presidenta de la Comisión de Evaluación de Riesgo, en 
representación del Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca; el ingeniero Gustavo Blanco, Presidente del Instituto Nacional de 
Semillas, designado por el Instituto como su representante ante la Comisión de Evaluación de Riesgo; y el ingeniero Walter 
Oyhantcabal, funcionario de la Oficina de Política y Programación Agropecuaria del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En realidad, la convocatoria de esta Comisión fue a mi nombre, para ser acompañado por asesores. Aclaro que no estamos 
representando a la Comisión de Evaluación de Riesgo en su conjunto, porque en ese caso faltarían delegados o los representantes 
de Salud Pública, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del INIA. 


En lo que hace a nuestras funciones, también se invitó específicamente al INASE, porque es parte de la autoridad competente en la 
autorización de las distintas aplicaciones en lo que hace a los eventos transgénicos que establece el decreto correspondiente. 
Cabe aclarar que dicho decreto es una iniciativa del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que viene precedido de 
antecedentes de funcionamiento de una Comisión de Evaluación de Riesgo, pero que funcionaba en la órbita de nuestra Dirección 
sin una estructura formal y se basa, fundamentalmente, en una legislación de carácter fitosanitaria. Eso llevó a que se entendiera 
conveniente y necesario ampliar dicha Comisión a organismos competentes en lo que hace a la salud pública y al medio ambiente. 
En lo que tiene que ver con los alimentos vegetales, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no tiene competencias 
específicas relacionadas a la seguridad, pero sí se encuentran en la órbita del Ministerio de Salud Pública, así como todo lo que 
tiene que ver con las etiquetas y el códex. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No tiene competencia con respecto a los vegetales de consumo o en general? 


SEÑOR AROCENA.- No tiene competencias en lo que hace a la seguridad de los alimentos que consume la población. Eso está en 
la órbita del Ministerio de Salud Pública. Los aspectos que tienen que ver con los vegetales que regula el Ministerio están 
fundamentalmente concentrados en los temas fitosanitarios, regulación de insumos y, particularmente, de los agroquímicos que se 
usan para la producción. 


El único reglamento que existe respecto de este tema en el país es el decreto N* 249 firmado por los Ministros de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Salud Pública, Ganadería, Agricultura y Pesca, y Economía y Finanzas. De alguna 
manera, este decreto se refiere a lo que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está haciendo en este campo, 
fundamentalmente concentrado en los aspectos de bioseguridad y en el asesoramiento para tener en cuenta los factores de salud 
pública y ambientales sin desmedro de las competencias específicas que tienen los Ministerios de Salud Pública y de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que hace a la policía sanitaria y a los aspectos de medioambiente en general 
dictados por la ley respectiva. 


El decreto N* 249 pretendió crear una Comisión formalmente constituida de evaluación y riesgo, la cual tiene una intervención, de 
hecho preceptiva, es decir, divide las instancias de autorización para la introducción y comercialización de vegetales transgénicos 
en cinco aplicaciones. Las primeras cuatro se refieren a evaluaciones que van desde las más a las menos estrictas. Comienza por 
la introducción o análisis de elementos en condiciones de usos y contenido y termina en la eventual multiplicación de la semilla en 
el país. Las autoridades competentes para autorizar cada una de esas cuatro aplicaciones son la Dirección General de Servicio 
Agrícola y el Instituto Nacional de Semillas. La quinta aplicación tiene que ver con la liberación comercial del producto y solamente 
puede ser promulgada por decreto aprobado por los Ministros de Economía y Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Cada una de estas aplicaciones está precedida por una evaluación preceptiva de la Comisión de Evaluación de Riesgo integrada 
por técnicos especialistas en la materia de bioseguridad, que tienen amplias facultades de consulta tanto a nivel nacional como 
extranjero, así como a instituciones públicas y privadas. Asimismo, ninguna aplicación puede ser autorizada sin previo 
asesoramiento de dicha Comisión. Finalizado el trabajo en cada una de las aplicaciones por parte de la Comisión de Evaluación de 
Riesgo, en las cuatro primeras se pone de manifiesto público toda la documentación presentada por la parte interesada así como 
los resultados de la evaluación de la Comisión. Se hace la convocatoria y se publica el manifiesto público en el Diario Oficial y en 
dos diarios de circulación nacional, a los efectos de recibir durante veinte días las opiniones de la ciudadanía o de las instituciones. 
Con estos dos elementos, es decir, con el asesoramiento de la Comisión y las observaciones que se puedan plantear a los 
manifiestos, se decide la autorización de la aplicación. 


La quinta aplicación no se hace en manifiesto público. La liberación comercial implica que los señores Ministros de Economía y 
Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca, previo a la toma de decisiones, realicen una audiencia pública. Quiere decir que 
ambos titulares contarían con la evaluación de la Comisión y, por otro lado, con el resultado de la audiencia. 


Como he dicho, si bien la Comisión no tiene competencia resolutiva porque las autorizaciones, prohibiciones o restricciones se 
concentran en las autoridades del Poder Ejecutivo, sí tiene una intervención preceptiva paralela a su asesoramiento. 


SEÑOR RUBIO.- Hay un capítulo que me gustaría que se aclarara desde el comienzo, que tiene que ver con las aplicaciones. Me 
refiero a cuáles son los distintos pasos. En cierta medida, el que aparece como más exigente es el de la liberación, tanto cuando se 
autoriza la producción como la importación de un producto. En ese sentido, ¿qué conducta se ha seguido en relación con lo que se 
autorizó previamente? ¿Cuáles son las autorizaciones ya dadas para importar productos que tienen ingredientes transgénicos, 


como por ejemplo, la leche de soja? ¿Qué autorizaciones se han dado para autorizar producciones en el país? ¿Qué es lo que hay 
en ese campo y qué conducta ha seguido la Comisión? 


Este sería un capítulo que tendríamos particular interés en conocer; otra cosa es el tema del futuro. 


SEÑOR AROCENA.- Debo aclarar que la quinta aplicación no es la más exigente; tal vez sea la más abierta porque definitivamente 
la autorización para la liberación comercial de este producto no hace solamente a los aspectos de bioseguridad o de salud pública 
que se supone fueron evaluados por la Comisión técnica y ya están resueltos, sino también a aspectos de índole de estrategia 
comercial sectorial o del país que merecen la mayor participación posible porque es un universo muy amplio. 


En lo que tiene que ver con los casos previos que estuvieron en la órbita del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 
acuerdo con nuestro conocimiento, la única reglamentación que existía era la que se hacía a través de la Comisión de Evaluación 
de dicho Ministerio, que analizaba exactamente los mismos puntos que actualmente. La señora ingeniera Peralta se referirá al tema 
en detalle. Cabe destacar que el único producto autorizado es un evento de semilla de soja resistente al glifosato. En lo que tiene 
que ver con alimentos, aceites, cosméticos, vacunas, etcétera, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no ha intervenido. 


SEÑORA PERALTA.- Quisiera hacer un breve comentario. Me gustaría que quedara claro por qué el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca no interviene en el caso de los almidones y los aceites; no lo hace porque se trata de productos procesados 
que no están bajo su órbita legal. Tal como decía el ingeniero Arocena, no tenemos potestad legal para intervenir en alimentos. 
Además, hay una cuestión de términos que es bien importante definir ahora: no se trata de un aceite transgénico, ya que este 
producto no tiene esa naturaleza. El aceite no tiene genes; de hecho, como no tiene proteínas y es solamente grasas, no puede ser 
transgénico. Entonces, el producto transgénico en sí es el que está vivo, el que tiene los genes y, para nosotros, el producto 
primario sin procesamiento. Sobre eso trabaja la Comisión: sobre un vegetal -o sus partes- que ha sido genéticamente modificado. 
En realidad, no trabaja sobre subproductos de un vegetal o sus partes, que muchas veces ni siquiera tienen rastros de haber sido 
genéticamente modificados; inclusive, si estuvieran bien refinados, sería imposible distinguirlos de un aceite común. Si tenemos 
una botella de soja producida en base a dicho vegetal transgénico, solo o en mezcla -incluso, puede ser cien por cien transgénica- 
que está bien refinada, no la podríamos distinguir analíticamente ni organolépticamente. Esto quiere decir que no percibiríamos ni 
un olor ni un color distinto y no le encontraríamos algo diferente a un aceite de soja común. Ni siquiera va a tener una evidencia de 
que ha sido producido en base a soja transgénica porque de hecho, en el proceso de extracción se sacan todas las proteínas; si no 
se quitaran esas proteínas, tendríamos algo similar a aquel viejo aceite de soja que olía tan mal a pescado. 


En cuanto a la cuestión del orden de las aplicaciones, quiero decir lo siguiente. Las aplicaciones que se plantean a la Comisión no 
pueden seguir una secuencia determinada. Una empresa puede querer hacer una multiplicación con testación de semillas para ser 
enviada al hemisferio norte. Ese transgénico no va a ser comercializado en nuestro país; de hecho, no quedará ninguno de sus 
restos, porque normalmente los rastrojos se queman determinándose períodos de barbecho para cualquier planta guacha que 
pudiera emerger y, además, normalmente se reexportan las multiplicaciones con testación de dicho grano. Fíjense que las 
multiplicaciones de semillas son de aplicación IV. Cada aplicación es juzgada independientemente. Esto significa que si una 
persona, para una determinada modificación genética en un cultivo —en nuestra jerga esto es denominado "evento"- nos pide 
realizar un ensayo en uso-contenido en un laboratorio de alta seguridad, la Comisión se expide sobre ese caso. Si mañana esa 
institución quiere hacer un ensayo de campo con el mismo evento, solicita una nueva autorización. Cualquier análisis de riesgo se 
realiza caso a caso, es decir, evento por evento y tomando en cuenta la aplicación que se solicita. No se trata de una secuencia. A 
su vez, como el comercio internacional es realmente muy activo, puede existir la posibilidad de que realmente alguien pida un 
autorización para el caso V. Este implica importar un producto genéticamente modificado para su consumo directo. Esto nunca ha 
sucedido, pero no hay que descartarlo. 


En las aplicaciones de la vieja Comisión que funcionó bajo la Ley de Protección Vegetal y la Ley de Semillas, y la actual, que 
funciona bajo el Decreto 249 del año 2000, los casos que se analizaron son bastante diversos. Sólo uno de ellos fue liberado para 
producción masiva: la soja con el evento CP 4, que codifica por resistencia a un herbicida. Trabajamos con experimentos en 
eucaliptus y en maíz; realizamos análisis de riesgo para dar autorizaciones hacia los ensayos de evaluación de variedades del 
Instituto Nacional de Semillas, y también.tratamos el caso de un tipo de arroz que nunca llegó a ser plantado por un problema que 
se suscitó entre el Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias y las empresas involucradas que no firmaron el contrato a 
tiempo. De todas maneras se trata de un caso que la Comisión por sí misma analizó realizando los estudios de riesgo. 


Por otra parte, debo decir que la Comisión tiene una conformación muy plural y está integrada por representantes de muchos 
Ministerios con otras competencias que no son estrictamente las de agricultura, lo que puede enriquecer muchísimo el trabajo de la 
Comisión. Hay que destacar que esta integración plural empezó antes de que se aprobara este Decreto, ya que el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se integró antes de que entrara en vigencia dicha norma por solicitud de la 
propia Comisión y por voluntad de dicha Cartera. Con el Ministerio de Salud Pública también se mantuvieron muchos contactos 
informales antes de que este Decreto fuera promulgado, participando en este momento de manera formal. En realidad, en esta 
Comisión no sólo trabajan cinco Ministerios ya que tiene la potestad de realizar consultas y es, quizás, una de las mejores 
funciones que tiene porque la utiliza a cargo del interesado, que es quién debe traer la información. 


El tema es tan diverso y tan amplio que es imposible establecer el tamaño correcto, es decir, si es grande o chica, porque se 
necesitan muchísimas especialidades. Nadie en el mundo vegetal va a saber todo sobre cereales, forestales o sobre la última 
especie hortícola como, por ejemplo, su nivel de polinización y todos aquellos datos más finos que se necesitan para el trabajo. 
Entonces, la Comisión se apoya en la experiencia de los mejores especialistas que tenemos en nuestro país, que son pagos por la 
empresa. En este caso, lo que hace la Comisión es realizar listas de personas de alta calificación científica. Los informes son 
presentados para realizar el análisis correspondiente y tener una visión más completa y científica de lo que debe ser una 
evaluación de riesgo. 


El señor Senador Cid se refería a medicamentos y alimentos. En este sentido le debo indicar que esta Comisión no trabaja en el 
área médica ya que está definida estrictamente para vegetales. Como ciudadana pienso que es una pena que este trabajo no se 
haga, no ya por parte de esta Comisión, sino por algún otro equipo. De todas maneras, ese tema en estos momentos está fuera de 
nuestras competencias. 


SEÑOR CID.- Quiero aclarar que la ingeniera Peralta fue la que se refirió al tema de los aceites, pero en realidad quien habla aludió 
a otras forma de presentación como puede ser galletas, preparados alimenticios, papillas infantiles e, incluso, alimento para 
mascotas, en los que aparecen, fundamentalmente, maíz y soja transgénicos. Aquí sí encontramos la proteína genéticamente 
modificada. 


Planteo esta interrogante porque la Comisión, según su artículo 1*, tiene la facultad de analizar estas situaciones ya que se expresa 
"cualquiera sea la forma o el régimen bajo el cual se realice". Entonces, no entiendo qué tuvo que ver el aceite y por qué se 
desvinculó al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca cuando, en realidad, estamos hablando de la Comisión de Evaluación de 
Riesgo. En definitiva, mi pregunta concreta es quién autorizó esto. 


SEÑOR AROCENA.- Coincido con el señor Senador en cuanto a que el artículo 1% es muy amplio. Sin embargo, el texto del 
Decreto deja constancia expresa de que todo esto es sin desmedro de las competencias específicas del Ministerio de Salud Pública 
en el aspecto de policía sanitaria y las inherentes al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Esto no quita que la 
Comisión de Evaluación de Riesgo asesore, por ejemplo, a Salud Pública si lo considera pertinente. De todas maneras no es el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca el que debe tomar la iniciativa porque no es de su competencia. Dicha Cartera, en el 
Uruguay, no es de ganadería, agricultura, pesca y alimentación. En el campo de los alimentos, por ejemplo en el sector animal, la 
intervención del Ministerio es mayor que en el área vegetal y se debe, particularmente a razones zoosanitarias, porque los 
alimentos hechos en base a productos de origen animal también trasmiten enfermedades que afectan a los animales. Por este 
motivo interpreto que la Dirección denominada Servicios Ganaderos tiene una intervención mucho mayor en el campo de los 
alimentos de origen animal que la que tenemos en el área vegetal. Los alimentos procesados o semiprocesados, producidos en 
base a vegetales, prácticamente no trasmiten plagas. 


SEÑOR CID.- La contestación —que me resulta clara- me sugiere que pudo haber habido una autorización sin que fuera estudiada 
por la Comisión de Evaluación de Riesgo de Vegetales Genéticamente Modificados. De modo que, en este caso, estaría 
funcionando una potestad del Ministerio de Salud Pública para autorizar el ingreso de esos alimentos y de algunos alimentos 
medicamentos, sin necesidad de que dicha Comisión, en su conjunto, se haya pronunciado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es exacto, señor Senador. Aclaro que decir que es exacto, no significa que esté bien. 


SEÑOR RUBIO.- Leyendo el texto del decreto, da la sensación de que parte de la base de que existe un ámbito muy grande de 
competencia. En realidad, hay un ámbito técnico multidisciplinario, tal como se establece en los considerandos. Asimismo, el 
artículo 1% también es muy amplio. 


Por su parte, en el artículo 4% se indica: "Toda autorización para cualquiera de las aplicaciones posibles de vegetales y sus partes 
modificados genéticamente, sólo podrá ser otorgada teniendo en cuenta los resultados de la correspondiente evaluación de riesgo 
de esa aplicación sobre el ambiente, en especial la diversidad biológica, así como los eventuales riesgos para la salud humana y la 
sanidad animal y vegetal." Como se advierte, es absolutamente amplio. Quienes somos legos en esta materia, nos preguntamos 
quién dio las autorizaciones precedentes sobre alimentos que tienen origen transgénico, con proteínas que se están liberando al 
consumo humano, y proceden de importaciones. ¿Qué alcance tuvieron las autorizaciones que se otorgaron a producciones 
nuestras, como por ejemplo la soja? Fundamentalmente, nos interesa saber quién concedió las autorizaciones anteriores, porque si 
se plantea un problema en el que pueda haber eventuales implicancias con respecto al Ministerio de Salud Pública, en cuanto a 
prevenciones de la población, el problema se diluye. Por ejemplo, ¿quién autorizó la importación de leche de soja de procedencia 
argentina? Creo que es necesario responder primero estas preguntas para comprender el tema institucionalmente. 


SEÑOR CID.- Si me permiten, quiero aclarar que, en lo que tiene que ver con alimentos y alimentos medicamentos, las 
autorizaciones deben ser renovadas con cierta periodicidad. No hablemos de antes, porque muchos de ellos pudieron haber sido 
autorizados después de la creación de la Comisión. De manera que es necesario que estas autorizaciones sean frecuentemente 
ratificadas, sobre todo, cuando se introducen modificaciones en sus partes constitutivas y pasan a ser un nuevo producto. 


SEÑOR AROCENA.- Este decreto fue promulgado a iniciativa del Ministerio de Educación y Cultura. Nuevamente, las 
competencias del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no alcanzan a los alimentos, en cuanto a la salud humana. 


El artículo 2* especifica las aplicaciones. 


El artículo 6%, que otorga los cometidos de la Comisión de Evaluación de Riesgo de Vegetales Genéticamente Modificados, incluye 
-en el literal c)- no sólo el asesoramiento a las autoridades competentes sobre las autorizaciones establecidas en el artículo 1%, para 
las aplicaciones previstas en el artículo 2", sino que en el literal d) fija el asesoramiento a las autoridades competentes sobre las 
medidas de manejo o gestión de riesgo y de comunicación de riesgo, que éstas deberán adoptar en cada caso. Entonces, si el 
Ministerio de Salud Pública es competente en el control de los alimentos y estima pertinente consultar a la mencionada Comisión, 
lo hará, pero no es iniciativa de esta sustituir a la autoridad competente. Si se entiende que es pertinente, lo hará. Tal vez el 
Ministerio de Salud Pública tenga otros mecanismos de asesoramiento. 


Con respecto a la pregunta del señor Senador Rubio acerca de los alimentos, debo indicar que el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca no ha autorizado ni dejado de autorizar la importación de ningún alimento que tenga ingredientes de origen 
transgénico o genéticamente modificados, porque no tiene intervención. La única intervención que tiene este Ministerio, en este 
campo, se refiere a los aspectos fitosanitarios y de calidad cosmética —es decir, por ejemplo, si el producto es grande o chico, si 
está manchado o no- cuando hay reglamentación. 


En cuanto a los controles que competen al Ministerio, si bien los mecanismos respectivos son una actividad que merecen un 
proceso de mejora continua —siempre tienen que perfeccionarse y procurar maximizar su eficiencia, en un marco de recursos 
humanos cada vez más limitante, incorporando tecnología- hasta el momento se está llevando a la práctica un control documental a 
efectos de que todos los vegetales que ingresan al país —que constituyen un riesgo de introducción de plagas- sean intervenidos, 
primero, por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que especifica los requisitos fitosanitarios. En esa gestión de 
importación, debe declararse si el producto es transgénico o no; es decir que hay un control documental. Hasta el momento no 
tenemos instrumentados controles analíticos. Lo estamos desarrollando, por un lado, en conjunto con la Unidad de Biotecnología 
del INIA -en lo que se refiere a los procedimientos de diagnósticos y detección de trazas transgénicas- y, por otro, estamos 


adquiriendo en el exterior los reactivos que existan para controlar aquellos productos con mayores posibilidades de ser importados, 
que ingresen por contrabando o bajo declaraciones falsas, como puede ser la soja o el maíz; estos últimos son productos muy 
cultivados en la región, no precisamente en Uruguay, porque el único cultivo autorizado es ese evento de soja resistente al 
bifosfato. No existe ninguna otra semilla o vegetal autorizado a ser producido comercialmente en el país. Si lo hay, es ilegal. 


SEÑOR BLANCO.- Creo que para comprender la situación actual con respecto a este decreto, es necesario saber qué ha pasado 
antes. 


Durante los años 1993 y 1994, cuando comenzaba a conocerse el desarrollo de materiales transgénicos, empezaron a plantearse 
ciertas inquietudes a nivel nacional. Las primeras iniciativas partieron del Instituto de Investigaciones Agrícolas; se inició una serie 
de conversaciones con la Dirección General de Servicios Agrícolas del Ministerio, atendiendo la posibilidad de que materiales 
transgénicos pudieran ingresar al país como semillas para producir, en este caso, soja o maíz, que eran los cultivos más claros. En 
algún momento, también se habló de colza. 


A raíz de esas inquietudes y del hecho de que era necesario tener mecanismos de bioseguridad en el país para que, si entraban 
esos productos, lo hicieran luego de un estudio previo que nos diera cierta seguridad en cuanto a su uso, es que se crea este grupo 
de trabajo de análisis de riesgo para los organismos vegetales genéticamente modificados. Entonces, a partir de 1995 comienza a 
trabajar este grupo. En ese momento, el panorama en el país era que no había, como tampoco en la mayoría de los países del 
mundo, ningún tipo de reglamentación al respecto, porque se trataba de algo muy incipiente. Por ejemplo, en Europa en esos 
momentos aparecían materiales de vegetales genéticamente modificados en investigaciones, en producciones y ya en consumo. 
En nuestro país no existía nada de esto y el primer paso fue que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca empezó a trabajar 
en este sentido, y por allí pasó una serie de propuestas mencionadas por la ingeniera Peralta referidas a la soja. Recuerdo que 
primero se efectuó un ensayo bajo extremadas medidas de seguridad en el Centro de Investigaciones Agrícolas para verificar la 
capacidad de resistencia de esa soja al herbicida. Dicho ensayo se realizó, inclusive, cubriendo el cultivo con mallas antipolen para 
que no existiera ninguna opción de escape. De ahí en más se estudiaron otras posibilidades y se autorizaron algunas 
multiplicaciones de contraestación que, casualmente, ¡ban a Francia e Italia. Es decir, venían semillas de Francia y se multiplicaban 
acá en un sistema tipo "nursery", o sea, en espacios muy reducidos; estamos hablando de 500 ó 600 líneas de maíz, lo que tenía 
un manejo muy fácil. Las flores eran tapadas con bolsas especiales para eliminar cualquier tipo de contaminación y se marcaba un 
aislamiento extremadamente distante con cualquier otro cultivo donde pudiera haber algún cruzamiento. Es decir que se tomaban 
medidas de seguridad que controlaban toda esa producción. 


De esta manera, se continuó con otras investigaciones. En ese sentido, comienza a haber interés por parte de algunas empresas 
para que algunas variedades transgénicas pudieran ser comercializadas en el país. Para eso, existen normas en el ámbito de las 
semillas que exigen la evaluación de cultivares a nivel nacional como mecanismo previo y exigible para que un material esté 
inscrito en el Registro Nacional de Variedades y, por lo tanto, pueda ser comercializado en el país. A raíz de esto, se estudian las 
medidas de seguridad y se comienza a autorizar la introducción, en uno de los puntos que integra este decreto, en los ensayos de 
evaluación que lleva a cabo el INIA, de algunos materiales de maíz y de soja, que son las solicitudes que se fueron presentando. 
Inclusive, muchos de esos materiales hoy han culminado esa etapa y podrían ser incluidos en el Registro Nacional de Cultivares. 
Es decir que todas las formalidades que cualquier vegetal tiene para integrarse a dichos registros, están cubiertas. Sin embargo, 
está faltando una que nunca hasta ahora ha sido solicitada por las empresas, que es la liberación a la producción nacional, que 
sería el último punto que marca el decreto. Repito que este trámite no se ha hecho porque no ha sido solicitado. Podría haber 
sucedido que se hubiera pedido este trámite y, en consecuencia, se habría realizado este estudio. Asimismo, se llevó a cabo una 
serie de mecanismos en un momento nuevo en la dinámica que tiene la biotecnología para el país y para el mundo. Así, nos 
encontramos con discusiones y distintas percepciones en cuanto a que se produzcan o se consuman alimentos transgénicos. Para 
algunos sectores, esta casi es una mala palabra porque cuando se la menciona en la etiqueta, en realidad, no estamos diciendo 
mucho al consumidor, sino solamente que se tenga cuidado porque se trata de un material modificado genéticamente. Sin 
embargo, no aclaramos de qué tipo de modificación estamos hablando y qué condiciones diferentes presenta con respecto al 
anterior alimento, es decir, si por ejemplo la composición nutricional de la soja transgénica es diferente a la de la tradicional. 


Todo este tema llevó a que la propia Comisión tuviera inquietudes y este decreto es el resultado de ellas. Al respecto, se pide al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que dicte un decreto con una integración muy amplia. Ya la Comisión había integrado 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que participaba también en los trabajos. Con esto se han 
buscado espacios para tener el manejo de los materiales genéticamente modificados bajo un sistema de seguridad; quizás todavía 
falten más espacios. A nivel de otras actividades internacionales, como puede ser el CODEX Alimentario, se está trabajando en el 
sentido de cómo debe etiquetarse un material genéticamente modificado y qué información deben contener las etiquetas y, al 
respecto, aún no hay un acuerdo a nivel mundial. Internamente, también hay grupos que están trabajando en ese tema, que son los 
mismos grupos CODEX. Entonces, vemos que sobre este aspecto se está trabajando tanto a nivel nacional como internacional y 
quizás, todavía falten más normativas al respecto. Este ha sido un paso que fue resultado de la experiencia recogida a partir de 
1994 en la Comisión. En realidad, se liberó la soja haciendo un estudio y no encontrándose problemas para el medio ambiente, 
basándose en los análisis que en ese momento había disponibles. Tampoco se encontró ninguna dificultad en lo que tenía que ver 
con los aspectos alimenticios y debo decir que estos materiales se consumen en Europa, Estados Unidos y Canadá, donde están 
autorizados, es decir que el mismo evento que aquí está permitido, también lo está su consumo en Europa. Hemos visto muchos 
trabajos donde, justamente, se indicaba que no había mayores dificultades. Además, en nuestro país la soja es un cultivo menor, 
que no supera las ocho mil hectáreas, y existía un interés muy grande por parte de los productores para usar esta tecnología con el 
fin de tener un cultivo más eficiente. Por otra parte, este cultivo se usa con toda una tecnología asociada que tiene que ver con la 
siembra directa, en una sistema de rotaciones, dejando los suelos en condiciones muy interesantes cuando se incluyen estos 
materiales en la rotación. 


Esta ha sido, a grandes rasgos, la historia. Más adelante nos hemos encontrado con este decreto y pensamos que aún hay pasos 
para dar e inquietudes que atender. En términos de salud, conocemos que las aplicaciones biotecnológicas tienen muchos más 
productos disponibles y usándose en el mundo que en alimentos. Inclusive, la percepción mundial en cuanto a términos de salud es 
totalmente diferente. Personalmente, tuve oportunidad de estar en una reunión donde un sociólogo francés comentaba esta 
situación y decía que la percepción pública de un alimento en Europa o de un uso medicinal de un producto transgénico es 
totalmente diferente. Es decir que el concepto de sano o enfermo, vivo o muerto, cambia mucho las decisiones que las personas 
van a tomar. Digo esto porque fuera de los transgénicos se han usado radiaciones y productos con muchos efectos secundarios 


conocidos, inclusive en forma previa a su ingestión o utilización. En cambio, cuando hablamos de alimentos, la situación cambia 
porque existe la posibilidad de ser selectivos con respecto a ellos y a su costo. Además, una cosa es alimentarse para no tener 
problemas nutricionales y otra es seleccionar alimentos en base a un poder adquisitivo diferente; creo que en Europa pasa esto y 
ella representa la gran influencia de percepción pública con respecto a todo este tipo de materiales. 


SEÑOR RUBIO.- Hay un problema que es parte de un debate público y es posible que nuestra pregunta no debiera estar dirigida a 
la Comisión de Riesgo, sino al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Poder Ejecutivo. Nuestra interrogante se refiere a 
los derechos del consumidor porque el tema del etiquetado forma parte, a mi juicio, de los derechos de la gente. Una cosa es qué 
dice, cuánto informa la etiqueta, y otra es la libertad del consumidor o del ciudadano de comparar o consumir o no el producto, que 
es algo que está más allá de cualquier discusión. ¿Qué va a hacer el Uruguay en ese sentido? Convocaremos a quien corresponda 
puesto que, en último término, eso es algo que no lo decide esta Comisión. No sé si hay estudios en esta materia y supongo que 
ustedes lo informarán. 


Hay otro problema que no se refiere a productos para el consumo final, sino a aquéllos generados en el país, como es el caso de la 
soja, o importados derivados de esta tecnología de la ingeniería genética, sobre los cuales quisiera saber en qué cadena se 
integran. Es la interrogante que tengo. Por ejemplo, me gustaría saber en qué cadena se integra la soja autorizada en el Uruguay, 
porque eso tiene mucho que ver con lo que luego resulta en consumo, en exportación y en la manera en cómo se presenta en el 
país. 


SEÑOR AROCENA.- Si bien cada uno de nosotros podría participar en el tema del etiquetado y dar su opinión, insisto en que esta 
no es una competencia directa del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. No obstante ello, en nuestra calidad de 
funcionarios hemos recibido la opinión del propio Ministro con respecto a esta cuestión del etiquetado; no estamos ajenos a ello. 


Ahora bien; entendemos que aun no siendo una competencia exclusiva del Ministerio, es importante participar en la discusión para 
aportar elementos de juicio, por un lado, en lo que hace al sistema productivo en su conjunto, a las debilidades y fortalezas de cada 
una de las decisiones, a su capacidad de mantener una identidad preservada, en cuanto a si el país puede o no hacerlo, a cuánto 
cuesta -tal vez es tan caro que no vale la pena tenerlo-; y, por otro, en los aspectos conceptuales en cuanto a qué debe figurar en 
una etiqueta. Los funcionarios del Ministerio también participamos en las reuniones de CODEX y llegamos a la conclusión de que la 
etiqueta debería contener los componentes del alimento, a los efectos de que el consumidor pueda tener una información útil, 
puesto que de lo contrario las etiquetas podrían ser utilizadas para estigmatizar un producto. En el caso de un país agropecuario 
como el Uruguay, en materia de productos de ese sector queremos ser —al menos en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca- muy cautos con las regulaciones que van sustituyendo la caída de aranceles en el mundo. Cuando se pone que un alimento 
tiene un determinado colorante es porque CODEX ha concluido que no le hace mal a la salud del consumidor; no se trata de decir 
que lo contiene sino de, repito, que está analizado y no va a hacer mal al uso propuesto. Es más; si tuviera algún tipo de 
condicionamiento, la etiqueta debería decirlo; por ejemplo, no suministrarlo a niños de determinada edad. 


Estas son las cosas que se están discutiendo; no es un tema que esté laudado. Poner en una etiqueta que el alimento ha sido 
genéticamente modificado o no es algo que debe evaluarse con cautela, en el sentido de ver cuáles son las debilidades de una 
decisión de esa naturaleza para los sectores productivos, naturalmente, sin dejar de tener en cuenta los derechos del consumidor. 
Partimos de la capacidad del almacenaje del país para segregar o separar un producto. Se hace esto como punto de partida a una 
etapa posterior, que es la de cómo entrar en las cadenas agroalimentarias. Una cosa es la soja, que se planta muy poco en el país 
y que la casi totalidad de la producción —sólo unas miles de hectáreas- termina en las aceiteras, y otra el maíz, que no está 
autorizado, que entra en todas las cadenas de alimentos para animales, inclusive en la humana. 


En lo que hace al Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca, pretendemos que todos los temas que hacen a la bioseguridad 
estén salvados. Con la participación del Ministerio de Salud Pública tenemos suficientes garantías de que estos alimentos están 
muy probados y analizados desde el punto de vista alergénico, etcétera. Hay muchísima información al respecto. Quizás estos 
productos hayan sido más analizados que uno convencional e, incluso, más que uno orgánico. De repente, este último está siendo 
fertilizado con productos que no han sido estudiados, que pueden ser muy naturales, pero que sus consecuencias microbiológicas 
no han sido analizadas. Repito que esto ha sido analizado muy profundamente. 


En definitiva, la clave del asunto está, por un lado, en discernir cuál es la repuesta al consumidor y, por otro, en la estrategia política 
y comercial que el país quiera adoptar. Parecería, pues, que los aspectos de seguridad no deberían ser ya el tema central de la 
discusión. A nivel mundial, la discusión ha sido tan enorme que los elementos de riesgo se han vuelto mínimos, mucho menores 
que las intoxicaciones que podamos tener, por ejemplo, por aflatoxina. En fin, no hay nivel de comparación. 


Por otro lado, no olvidemos que estamos usando ingredientes genéticamente modificados en productos tan comunes como los 
cosméticos y otros que tal vez no hacen a la economía del país, pero sí a aquélla de donde surgen las críticas a los productos 
agrícolas. 


SEÑOR RUBIO.- Me parece que las aplicaciones que se están haciendo en áreas de la medicina —unas que ya se han plasmado 
en productos y otras que están en vías de investigación- en algunos casos son verdaderas maravillas, pero eso no es lo que está 
en discusión. Lo que queremos determinar es, en primer lugar, dónde estamos parados y después vendrán otros debates, no 
propios de este momento ni de esta oportunidad. 


En cuanto al tema de las cadenas, me gustaría saber qué productos están autorizados para ser importados. Al margen de la soja 
de producción propia, ustedes han señalado que no hay nada producido en el país que pueda integrarse en cadenas, si es que 
entendí bien. Es decir que nosotros controlamos los vegetales frescos o semielaborados en todo lo que hace a los problemas 
fitosanitarios y los alimentos para animales los tomamos en cuenta como insumos. Debemos autorizar su formulación y velar para 
que la comercialización de estos productos refleje lo que está registrado y no se le mienta al consumidor, en este caso, el 
productor. 


SEÑORA PERALTA.- En teoría, si algo se importa como un grano, es controlado a partir del permiso de importación que da el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a través de la Dirección General de Servicios Agrícolas. A tales efectos, debe existir 
una declaración, en el sentido de si es transgénico o no. Por lo tanto, a fin de que quede claro, debo señalar que en el Uruguay 


está nada más que autorizado para su comercialización, producción o importación el evento CP4 de soja y no la soja transgénica, 
porque existen otros eventos o modificaciones a esta última. 


Si se importa maíz al Uruguay, sea para consumo humano o animal, es necesario pedir el permiso respectivo y la declaración 
acerca de si se trata o no de un transgénico. Si se declara que es un transgénico, el producto va a pasar a la Comisión de 
Evaluación de Riesgo. No hay ningún maíz de este tipo autorizado a ser producido en el Uruguay y, por lo tanto, tampoco existe 
autorización sobre ninguna importación. Eso es en el ámbito de la faja que controla el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
pero creo que la pregunta del señor Senador es otra. Entiendo que usted desea saber cómo se pueden integrar esos productos a la 
cadena alimentaria. Es tan importante la integración que, inclusive, ha surgido un nuevo término en inglés, al que no he encontrado 
una traducción lógica. Se trata de la "pervasividad", pero esta palabra no surge de "perversos", sino que, en realidad, estos 
productos "permean" todas las cadenas alimentarias. Es así que se puede encontrar subproductos de un organismo vegetal 
genéticamente modificado en casi todas las cadenas alimentarias. La soja genéticamente modificada se integra, si no me equivoco, 
en más de 200 productos alimentarios terminados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso sucede hoy en el mundo? 


SEÑORA PERALTA.- Sí, señor Presidente, ocurre actualmente. Si se importan papas chips, por supuesto que el aceite va a ser 
genéticamente modificado. Hoy en día, la situación de la soja con este evento en particular es absolutamente inversa. Es decir que 
la soja genéticamente modificada es la "commodity", lo que todo el mundo produce. Mientras tanto, la soja no modificada es la 
"speciality", o sea, la especialidad que se produce bajo un sistema de segregación e identificación. Esto es así, porque no hay 
ningún país en el mundo, de los grandes productores, que no tengan soja transgénica. De hecho, la Unión Europea no controla la 
soja que recibe y le alcanza con una declaración que diga: "Puede contener soja transgénica". La razón de ello es que la Unión 
Europea es solamente 18% suficiente en soja, por lo que todo el resto hasta el 100% lo tiene que importar y no tiene un mercado, 
en concreto, libre de OGM del cual importar. Existió una oferta de soja no genéticamente modificada en el mercado, creo que en 
Tokio, que duró seis días, porque no había demanda y la diferencia por tonelada era de U$S 6. Entonces, con una diferencia de 
U$S 6 por tonelada como premio para producir un no transgénico, por supuesto que a ninguna persona del mundo le conviene 
producirlo. 


Hoy, el gran problema que existe con la soja y con otros vegetales genéticamente modificados, es saber quién va a producir a 
pérdida o quién va a pagar por la diferencia para producir algo diferenciado. A esta altura, es muy grande la cantidad de soja 
genéticamente modificada que se produce en Estados Unidos, Argentina, Brasil —a pesar de que este país dice que no, ya figura en 
los informes de la Unión Europea con más de un millón de hectáreas transgénicas i¡legales- y Paraguay, país que también dice que 
tiene una disposición de plantas no transgénicas, pero en realidad posee 250.000 hectáreas ¡legales reconocidas oficialmente por 
el Ministerio de Agricultura. 


SEÑOR RUBIO.- Si no me equivoco, usted está hablando de la soja. 


SEÑORA PERALTA.- Sí, señor Senador, me estoy refiriendo a la soja CP4. En el caso de este producto, posiblemente hoy no se 
pueda encontrar un no transgénico cien por ciento seguro. La soja que produce cualquier gran productor está a nivel de todo lo que 
se consume. Al leer la lista de la papilla, muchas veces se habla del maíz, pero los aceites de la soja "permean" mucho más que el 
maíz en las cadenas alimentarias. Digo esto, porque cualquier chocolate "Cadbury" va a tener una gotita de aceite que, 
probablemente, esté genéticamente modificado. Si Europa depende en un 82% de importaciones de soja desde el exterior y sus 
principales proveedores son los grandes productores de soja genéticamente modificada, de hecho, está consumiendo soja en este 
estado. 


¿Por qué la Unión Europea está tan tranquila? Porque gastó 40:000.000 de ECUS para hacer evaluaciones de inocuidad para el 
ambiente y la salud humana de ese evento en particular, además de hacerlo para varios eventos de maíz, que ya tiene autorizados. 
En concreto, la Unión Europea tiene 18 eventos autorizados. A pesar de haber gastado esa suma —que nos parece enorme- no 
encontró una sola evidencia de daño al medio ambiente y a la salud humana en esos eventos que tiene autorizados que, 
básicamente, son los mismos que tenemos en ensayo, más el que ya autorizamos como la soja CP4. 


También, en el último año se han publicado 1.800 trabajos de investigación sobre la seguridad ambiental y alimentaria de esta soja 
en particular. Por lo tanto, esto hoy no es una preocupación y, por eso, creemos que se ha revertido, en este caso, la situación 
acerca de qué es la "commodity" y qué es la especialidad que se produce. 


El caso de otros eventos que pueden tener diferentes reparos ambientales o percepciones públicas es distinto. Ahora me estoy 
refiriendo a la soja. 


Si el señor Senador quiere saber si hoy las cadenas alimentarias están permeadas, le diría que vaya al supermercado y allí le va a 
costar encontrar un no transgénico, porque van a estar en todos lados, aunque no en las listas de productos que las ONG liberan, 
muchas veces, hasta cuando hacen los análisis. Inclusive, van a estar de manera indetectable, porque muchos de los subproductos 
de esa soja no van a ser detectables en el alimento que finalmente se elabora. Esto es así y lo sabe todo el mundo. 


¿Qué problema puede tener un etiquetado? Al respecto, quisiera referirme a lo que señaló el ingeniero agrónomo Arocena. Hay 
países que han adoptado decisiones muy tempranas de etiquetados, algunas de las cuales son extremadamente buenas. Se trata 
de decisiones legales, decretos y leyes muy elaboradas, que surgen del consenso entre los Ministerios. En este caso, el mejor 
ejemplo está dado por Australia y Nueva Zelanda, que tienen una decisión de etiquetada. Después de que la logran, por ejemplo, 
analizan el caso del aceite de soja —cabe aclarar que, normalmente, las decisiones de los países nos llegan por la OMC, que 
reparte esas comunicaciones al resto de las naciones; debemos señalar que tenemos muchísimas del tipo de la que les estoy 
relatando- y nos dicen que han aplicado su directiva de etiquetado, pero consideran que tal subproducto, el almidón, o tal 
subproducto, el aceite de soja genéticamente modificado con el evento CP4, no deben etiquetarse, porque no implican un riesgo a 
la salud humana y porque hacerlo y crear un sistema de tasabilidad asociada para nuestra sociedad implica un costo que no se 
está de acuerdo en asumir. 


¿A cuánto asciende ese costo? El costo de producir una soja no transgénica bajo un sistema de preservación de identidad y 
hacerlo llegar hasta el producto final —en este sentido, existe un muy buen informe de Australia y los números varían en relación al 


producto del que se habla- podría generar hasta un incremento del 23% en los costos finales de los alimentos. 


Quisiera aclarar que Australia y Nueva Zelanda tienen uno de los mejores sistemas de tasabilidad para cereales y granos. Inclusive, 
sus trigos tipo son muy respetados en el mundo, porque segregan muy bien y, si no lo hacen, entonces, los costos son más 
baratos. 


En Estados Unidos se calculó que poner en una góndola de supermercado un aceite de soja que uno supiera que no provenía de 
una transgénica y no hacerlo con un etiquetado que puede ser engañoso —como decía, si muestro dos botellas de este producto, 
nadie me puede decir si es o no el mismo- mediante un sistema de tasabilidad asociado, costaría más del 23%. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera saber si la ingeniera agrónoma Peralta puede hacer el mismo razonamiento de la soja para el maíz. 


SEÑORA PERALTA..- En lo que tiene que ver con la "pervasividad" de las cadenas alimentarias, creo que puedo hacerlo, pero en 
cuanto a menos productos. Como decía, el aceite de soja y sus subproductos están en más productos alimenticios que el maíz y 
todo depende de los orígenes. Si el señor Senador me habla de productos alimentarios producidos en Estados Unidos de América, 
le puedo señalar que se trata de una cadena alimentaria mucho más permeada por los maíces transgénicos. En lo que tiene que 
ver con los productos del maíz provenientes de Argentina, la cadena está menos permeada porque un transgénico tiene que 
servirle para algo al productor, que solamente tiene el 20% de su producción de maíz genéticamente modificada. De hecho, 
después de grandes problemas con Brasil por haberle enviado aquellos barcos con la alimentación para los pollos, según el 
resultado final de los análisis realizados en laboratorios internacionalmente aceptados, se trataba de maíz no transgénico. 


Entonces, al tener un porcentaje tan bajo, existe un 80% de posibilidades de que los alimentos elaborados con ese origen 
realmente no estén producidos en base a organismos genéticamente modificados. Sin embargo, hoy hay otro aspecto al que 
tendríamos que bajarle la lupa. Me refiero a los microorganismos genéticamente modificados, que tienen la misma alteración que 
una planta y que actualmente sí están integrados a toda la industria lechera, la panificadora y gran parte de la industria quesera. 
Estos productos son parte de nuestra vida y cuentan con los mismos marcadores y promotores de una planta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un elemento que quizá no corresponda al ámbito de dominio de nuestros invitados, es decir, el 
etiquetado, más allá de que nos han ilustrado y brindado elementos a ese respecto. El etiquetado no se debe considerar en función 
de si plantea problemas de salud o no. Creo que la gente tiene derecho a saber —independientemente de que, como se ha dicho, 
esto suponga un costo superior- y a elegir si va a consumir artículos que contienen componentes transgénicos, de la misma 
manera que un vegetariano tiene derecho a saber si el producto que va a comprar contiene elementos cárnicos o, como me acota 
el señor Senador Rubio, a un etiquetado negativo que dé ciertas garantías al consumidor en cuanto a que el industrial o productor 
tomó los recaudos correspondientes en el momento de la elaboración o que los proveedores aseguren que los productos 
transgénicos no figuran en lo que ellos entregan. Me parece que sobre este tema vamos a tener que hablar con otros integrantes 
del Estado. 


En realidad, de los planteos que se han formulado en la Comisión, me preocupa lo siguiente. Por lo que se ha dicho, de los 
alimentos terminados no nos ocupamos. ¿Esto es bueno o malo? No tenemos marco legal para afirmarlo, o las disposiciones 
vigentes no son claras o la tradición en nuestro país es otra. Tampoco nos ocupamos de los remedios. Sólo nos ocupan los 
vegetales y los alimentos importados sin consumo final, que se integran a la cadena productiva. Además, he entendido que hay un 
solo artículo -la soja GT4- autorizado a ser producido en el Uruguay y a importarse. Lo que no está autorizado a ser hecho aquí, 
tampoco lo está a ser importado, ya sea para comercializarse directamente o para generar una cadena productiva —si no se hace 
acá, se importa- y que termine en el consumo final. 


Ahora bien; nos han dicho que ustedes no tienen ninguna capacidad -salvo en el caso de que haya una semilla o algo que se 
pueda verificar en una producción nacional- para determinar si un producto es transgénico cuando no se ha dicho previamente. Si 
un productor decide importar o producir algo, como en nuestro país se realizan determinados cultivos en condiciones especiales, 
puede hacerlo si se establece que no contiene ningún elemento contrario a la salud de las personas o que, en su defecto, no 
genera plagas o situaciones que perjudiquen la economía nacional. Estamos hablando de animales que se puedan modificar o 
plagas que puedan acabar con nuestra producción. 


Sin embargo, si alguien maneja un producto del que no declara su condición de transgénico y ustedes sospecharan o recibieran 
una denuncia de que sí lo es, aparentemente todavía no existen los elementos en la Comisión de Evaluación de Riesgo —quizá sí 
estén en otra parte del país- para detectar si lo que se está importando es transgénico. Aclaro que no me refiero a los productos 
finales, sino a las semillas, porque algunas de ellas se dice que son producidas aquí, pero luego ustedes quizás se enteren de que 
no es así. Si no entendí mal, recién entonces ustedes tendrían los elementos como para detectar la presencia de transgénicos al 
realizar los análisis correspondientes. 


SEÑORA PERALTA.- No siempre el hecho de detectar si una planta está genéticamente modificada está asociado estrictamente a 
un análisis de laboratorio. Las plantas resistentes a los herbicidas pueden analizarse con los tests más sencillos: simplemente, se 
vuelca herbicida sobre la planta y, si no se muere, es transgénica. 


En lo que respecta a los métodos que se utilizan para la detección, estoy de acuerdo con lo que se ha expresado y me parece un 
punto muy claro. No en vano dirijo el laboratorio biológico del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Si se importa un grano, 
ningún tipo de inspección visual va a permitir determinar si ese grano está genéticamente modificado, porque no presenta un color 
distinto, salvo en el caso del arroz dorado, ni ninguna otra característica externa. No es igual a las inspecciones que realizamos en 
el área sanitaria, donde detectamos la presencia de una plaga. Sin embargo, dominamos perfectamente las técnicas apropiadas. El 
laboratorio de la Dirección General de Servicios Agrícola emplea una técnica de rutina para la detección de transgénicos desde 
hace veinte años. En este sentido, el laboratorio ha sido un líder en el Uruguay, porque ha utilizado este método primero en el área 
agrícola y recién luego en la médica para detectar SIDA o hepatitis. Con esta técnica en nuestro laboratorio se realizan más de 
80.000 análisis por año. Aclaro que comprar un kit es muy fácil, ya que si se tiene el dinero se lo encarga y a los pocos días llega al 
país. La cuestión es qué es lo que se quiere descubrir, que es lo primero en lo que hay que estar de acuerdo. ¿Se quiere detectar 
todos los productos transgénicos del mundo? Imposible. ¿Se buscan los transgénicos que con mayor probabilidad podrían entrar al 
país o ser objeto de una mentira flagrante en una declaración? Esto sí puede hacerse. Pero la razón por la que no se puede 


detectar cualquier transgénico es que presentan distintas combinaciones de trocitos de genes que no se descubren con los 
reactivos que disponemos. 


Hemos comprado los kits necesarios y estamos en condiciones de analizar la soja, que es el producto liberado en el Uruguay. Pero 
los kits están diseñados para el maíz, no para la soja. En este momento, estamos iniciando los análisis en algunas partidas de 
importación. Quizás estemos en omisión; quizás deberíamos actuar más rápidamente, pero toma su tiempo precisar qué es lo que 
se busca e instrumentar el control. Por supuesto, no se puede ir a la frontera a parar a los camiones a decirles que bajen el maíz 
que transportan para poder determinar si tiene un evento transgénico porque, a lo mejor, ni siquiera existe el reactivo que lo 
descubra. 


SEÑOR AROCENA.- No obstante las aclaraciones formuladas por las señora ingeniera, es cierto que hasta este momento no 
hemos efectuado un control analítico de las importaciones de granos. Sin embargo, en lo que hace a las semillas, que es el tema 
de mayor riesgo de seguridad —recuerden que el maíz, al igual que la soja, son los productos que más posiblemente se importen y 
sobre los que se podría mentir- las evaluaciones de bioseguridad ya están prontas y terminadas en el Uruguay y no constituyen un 
problema. No se ha pasado a la otra aplicación porque la empresa no ha gestionado la multiplicación ni la liberación comercial. Las 
semillas tienen un sistema de trazabilidad controlado por el Instituto Nacional de Semillas y si los señores Senadores lo desean, el 
ingeniero Blanco se puede referir más detalladamente al tema. 


En todos los controles que hacemos sobre los productos vegetales importados nuestra actividad tiene que estar sujeta a priorizar el 
tema de las plagas que es de mucho más riesgo. De cualquier manera, estoy de acuerdo con el señor Senador Michelini en cuanto 
a que este control no se está haciendo hasta la fecha. 


SEÑOR BLANCO.- El sistema de las semillas está muy regulado y tiene un mecanismo de trazabilidad muy claro. En primer lugar, 
las variedades que se pueden vender deben estar previamente autorizadas, cumpliendo una serie de mecanismos, y deben estar 
integradas en un registro nacional. En el caso del maíz, todavía no están integradas porque no se autorizan por ser materiales 
genéticamente modificados, hasta que lo acepte la Comisión y se hayan dado los pasos establecidos para que los Ministerios de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y Finanzas tomen la decisión, con todas las etapas de difusión intermedia. 


Cabe destacar que la producción de semillas —tanto nacionales como importadas- siempre se vende con etiquetas que explican 
cuál es el material, qué condiciones tiene, de dónde proviene, y se nombra a los responsables. Todas las introducciones de semillas 
al país son autorizadas de acuerdo con el conocimiento del material y el origen. Cuando esta mercadería ingresa al país se emite 
un documento autorizando su producción y descarga y para ello se trabaja junto con la Dirección de Servicios Agrícolas en la 
extracción de muestras para verificar lo que se declara en las etiquetas. 


Quiere decir que para las semillas hay un mecanismo de trazabilidad que no existe para otros productos. Por lo tanto, cualquier 
productor puede seleccionar qué es lo que va a sembrar. En general, ninguna empresa —sobre todo las multinacionales que son las 
que ofrecen los materiales transgénicos- importa productos bajo un rótulo falso porque estaría arriesgando demasiado. Si una de 
estas empresas quisiera innovar introduciendo en un mercado pequeño como es el Uruguay un material con rótulos falsos, 
posiblemente tendría que cerrar sus puertas no sólo para ese producto sino para todos los que pueda importar en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá no sería tan difícil realizar el seguimiento de esa semilla cuando crezca. 


SEÑOR BLANCO.- Como decía la ingeniera Peralta, tampoco podríamos percibir el uso de herbicidas, por ejemplo, en la soja o en 
otra actividad. 


A la pregunta del señor Senador Michelini respondo que, sí se puede hacer un seguimiento de la semilla. Inclusive, si en algún 
momento se libera el maíz, sobre todo en las etapas iniciales y en la situación que estamos, se podría generar una trazabilidad. Por 
ejemplo, si se autoriza la importación de esas semillas, se podría conocer qué productores van a sembrarlas porque, en definitiva, 
si están las autorizaciones, son los que deciden llevar adelante la producción. Sin embargo, si esa producción aumentara y 
teniendo en cuenta la capacidad de almacenaje que hoy existe en el país, podríamos tener el problema de cómo hacer para 
separar esos productos de otros. La realidad actual es que no están autorizados otros productos a no ser la soja. A propósito, hay 
que destacar que el cultivo de la soja es muy pequeño y la industria aceitera uruguaya está compuesta por dos empresas, por lo 
que es muy fácil hacer su seguimiento. En cambio, en el caso del maíz podría ser bastante más complicado porque sus usos son 
más diversos y los movimientos pueden ir para muchos lados. 


SEÑOR CID.- En el tema de raciones, esto es mucho más difuso porque puede haber un "mixing" de distintos productos y ahí la 
trazabilidad estar perdida. 


SEÑOR BLANCO.- En el tema de las raciones existe un sistema de declaración previa a su formulación. Es casi como un registro 
de variedades que cada empresa que se dedica a producir raciones tiene bajo su producción. 


Estos productos deben ser etiquetados, inclusive se especifica su destino, por ejemplo, a terneros, vacas, aves, etcétera. Creo que 
en este caso también existen posibilidades de trazabilidad o seguimiento. Puede ser diferente, por ejemplo, si una ración está 
integrada por una "commodity" de veinte productos, puede haber uno, dos, tres o ninguno transgénico. En la etiqueta debe decir 
que tal componente es un producto transgénico, pero considero que debe aclarar algo más y no sólo quedarse en esa mención de 
transgénico u organismo genéticamente modificado. En algunos productos alimenticios como, por ejemplo, el chocolate puede 
existir una mínima porción transgénica; sin embargo, también tendría que aparecer. 


SEÑOR RUBIO.- En el caso de que se autorizaran algunas variedades de maíz utilizándose todos los recaudos exigibles en 
materia de bioseguridad, tendríamos un problema de estrategia comercial en el país que sí podría verse afectado porque sería 
prácticamente imposible realizar un control para que dichas variedades no se integren a la cadena de producción de carne. En 
realidad, no sería viable realizar una estrategia comercial exportadora que se fundara en un etiquetado negativo destacando que el 
producto no contiene ningún elemento transgénico. Este es un problema complementario que, quizá, no tenga que ver con la 
bioseguridad y escape a la órbita de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En parte, no sé si el Uruguay no tiene que ir hacia eso. 


SEÑOR OYHANTCABAL.- En primer lugar, quiero agradecer a los señores Senadores por la invitación que me han cursado. No 
integro la Comisión de Evaluación de Riesgo, pero pertenezco a la Oficina de Programación y Política Agropecuaria del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. Nuestra oficina ha comenzado a involucrarse en estos temas porque tienen múltiples 
dimensiones que deben ser evaluadas a la hora de tomar decisiones que tienen que ver con las políticas de Estado. 


Estamos manejando un tema complejo y polémico, pero para abordarlo mejor, sería interesante descomponerlo e ir focalizando 
aspectos argumentales en torno a esos componentes, para luego hacer una síntesis posterior. En una forma muy resumida de 
presentar el tema nos hemos planteado en OPYPA un esquema en el cual creemos que hay que atender, con relación a los 
productos transgénicos, cinco áreas fundamentales que tiene que ver con los temas de la propiedad intelectual. Aquí hay 
implicancias importantes con respecto a las patentes y al derecho de los ostentores y de los agricultores a reutilizar las semillas que 
deben ser analizadas. Otra área importante es la que se ha mencionado mucho aquí, es decir, la de la bioseguridad en la que el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y otras Carteras tienen competencias relevantes. Para ello ya existe esta Comisión 
que toma a su cargo una competencia clara y bastante fuerte en estos aspectos. También tenemos los temas referentes a la 
inocuidad y al derecho del consumidor —a los que se hacía referencia- que quizás directamente involucren más a otros Ministerios 
como al de Economía y Finanzas —con su Comisión de Derechos del Consumidor- y al de Salud Pública. 


Hay otro ámbito muy relevante que es el de investigación y desarrollo y, casualmente, estamos participando en esta Comisión que 
trabaja con temas científicos. Precisamente, el país tiene que elaborar una política razonable de ciencia, tecnología, investigación y 
desarrollo, de acuerdo con sus posibilidades y necesidades. Además, debe coordinar de alguna manera las distintas capacidades 
que hoy están dispersas. 


Por último, me quiero referir a lo mencionado por el señor Presidente y por el señor Senador Rubio, es decir, el tema del comercio. 
Este nos preocupa particularmente en OPYPA porque este asunto, obviamente, tiene implicancias comerciales fuertes para el país. 
Sabemos cómo está la situación mundial. Hay grandes productores —en realidad son pocos los países que hoy están en el 
mercado- de algunos productos transgénicos, y Uruguay tiene una situación contraria que es la de tener un solo elemento 
transgénico autorizado y en un área muy reducida. En consecuencia, hoy es el momento de evaluar las ventajas tácticas, y 
comerciales así como sus desventajas para poder tomar una decisión en este sentido porque hoy sería muy fácil decidir el 
momento de ingresar en este campo. 


En definitiva, lo que nos parece relevante —el ingeniero Arocena, Director de Servicios Agrícolas ya les ha hecho un comentario en 
este sentido- es que de acuerdo al Decreto 249 del año 2000, preceptivamente se informa a los Ministros de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y de Economía y Finanzas que son los que realmente tienen la potestad de autorizar o no la liberalización comercial de 
estos productos. Hemos empezado a desarrollar algunos estudios, y los seguiremos haciendo, en el sentido de poder realizar 
aportes cuando, en unos pocos meses, el Poder Ejecutivo tome una decisión. Entendemos que, además de los elementos de tipo 
técnico que tienen que ver con la bioseguridad y sus aspectos relacionados, que son los que analiza específicamente la Comisión 
de Evaluación de Riesgos, también sería conveniente que se evalúen otro tipo de situaciones que impliquen riesgos o no, es decir, 
las implicaciones o connotaciones comerciales que tiene para el país, en términos estratégicos y cuáles serían las medidas o los 
"timing" más apropiados para la adopción de determinadas decisiones. Es importante decir que los Ministros reciben las solicitudes 
de aprobación, en la quinta etapa del proceso que establece el Decreto, pero no tienen la obligación de expedirse; esto significa 
que pueden hacerlo negativamente o tomar alguna otra decisión. 


Simplemente queríamos hacer un aporte a esta Comisión desde otro ángulo distinto. Más allá de que no somos especialistas como 
nuestros colegas, nos preocupa considerar los aspectos comerciales. 


Recientemente en el país ha habido un Foro de Biotecnología muy importante y hemos quedado sorprendidos con la posición de 
los países de la Unión Europea, porque han endurecido fuertemente su posición comercial respecto a estos productos. Por lo tanto 
nos parece que hay que estar muy atentos a las implicancias comerciales de este tema. 


SEÑOR RUBIO.- Me parece que esta recapitulación que se hace por parte del ingeniero representante de la OPYPA es muy 
esclarecedora. Para nosotros queda claro que, por lo menos en lo que tiene que ver con eventuales impactos y problemas relativos 
a la salud humana, vamos a tener que seguir dialogando con los Ministerios de Salud Pública, de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que tiene que ver con estos aspectos comerciales y de política 
agropecuaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más dudas por parte de los señores Senadores, agradecemos la presencia de nuestros 
visitantes por la información brindada. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 25 minutos) 
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